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AUTO OBEDÉZCASE Y CÚMPLASE 
ORDENA LIQUIDAR COSTAS 

 
Obedézcase y Cúmplase lo dispuesto por el H. Tribunal Administrativo de Cundinamarca 
Sección Tercera Subsección “B”, en providencia de 12 de agosto de 2022, que confirmó la 
sentencia proferida por este Despacho el 5 de mayo de 2020, que negó las pretensiones. 
En dicha decisión se dispuso: 
 

“…PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia de 5 de mayo de 2020 proferida por el Juzgado 
Treinta y Cinco Administrativo de Bogotá – Sección Tercera, conforme lo expuesto en la 
parte considerativa de la presente providencia. 
 
SEGUNDO: CONDENAR EN COSTAS DE SEGUNDA INSTANCIA A LA PARTE DEMANDANTE 
que resultó vencida, por cuanto de conformidad con los artículos 188 del CPACA, en 
concordancia con el artículo 365 del CGP, dispone que éstas proceden cuando se resuelva 
desfavorablemente un recurso, por tanto, la parte vencida será condenada a pagar las 
costas, las cuáles serán liquidadas por la Secretaría de primera instancia. 
 
Respecto de las agencias en derecho, se reconocen las mismas a favor de la Nación – 
Ministerio de Defensa – Ejército Nacional y en contra de Laureano López Fonseca, María 
Hilma Madero Méndez, Sergio Laureano López Madero, Laura Juliana López Madero, Shirley 
Jazmín López Figueroa, Harold Yessid López Figueroa, Holger Arley López Vargas, Norberto 
López Fonseca, María Ofelina López Fonseca y María Filia López Fonseca de conformidad 
con lo dispuesto en el Acuerdo No. 1887 de 2003 del Consejo Superior de la Judicatura y 
en el equivalente a 3%, suma que será tenida en cuenta al liquidar las costas procesales.…” 

 
Frente a la apelación de la condena en costas de primera instancia, el superior dijo:  
 

“…Ahora frente al argumento de apelación de la condena en costas de primera instancia en 
valor de 3% de conformidad con el artículo 188 del CPACA y el artículo 365 del CGP no le 
asiste la razón a la parte recurrente en que deba ser exonerada de la imposición de condena 
de costas, dado que dicha condena posee un carácter objetivo y por disposición de la norma 
el fallador deberá disponerlas en la sentencia aun cuando no exista solicitud de las partes. 
 

En un reciente pronunciamiento el Consejo de Estado23 se refirió al respecto: 
 
“[…Sin embargo, en esta oportunidad la Subsección A varía aquella posición y acoge 
el criterio objetivo para la imposición de costas (incluidas las agencias en derecho) 
al concluir que no se debe evaluar la conducta de las partes (temeridad o mala fe). 
Se deben valorar aspectos objetivos respecto de la causación de las costas, tal como 
lo prevé el Código General del Proceso, con el fin de darle plena aplicación a su 
artículo 365. Las razones son las siguientes: 
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a- El artículo 188 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, regula que tratándose de costas en la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo, en la sentencia el juez tiene la obligación de pronunciarse sobre dicho 
aspecto, con excepción de los asuntos en los que se ventile un interés público. 
 
Asimismo, que la liquidación y ejecución se rigen por lo dispuesto en el Código de 
procedimiento Civil, hoy Código General del Proceso, artículo 365. 
 
b- De la lectura del artículo 365 en comento, se observa que varias de las situaciones 
por las que se impone el pago de las costas del proceso, están relacionadas con el 
hecho de que una de las partes resultó vencida en el juicio, sin que para tal efecto 
se indique que adicionalmente debe verificarse mala fe o temeridad como lo refiere 
la postura anteriormente adoptada y que aquí se substituye. 
 
c- En efecto, la evolución normativa de este concepto en nuestra legislación, 
específicamente en la jurisdicción de lo contencioso administrativo, permite resaltar 
tres etapas bien definidas y diferenciadas: Una primera etapa de prohibición, la 
segunda de regulación con criterio subjetivo, y la última de regulación con criterio 
objetivo. Veamos los detalles: 
 
a. Prohibición de condena en costas al Estado: Consagrada originalmente en el 
artículo 171 del Decreto 01 de 1984, conocido como Código Contencioso 
Administrativo, que prohibía la condena en costas al Estado, aunque sí autorizaba la 
condena en costas al particular vencido, incluso en incidentes, salvo en nulidad y 
electorales. 
 
Este criterio armonizaba con el antiguo inciso 2º del numeral 1º del artículo 392 del 
CPC, modificado por el Decreto 2289 de 1989 artículo 1 numeral 198, lo que luego 
derogó la Ley 794 de 2003 artículo 42. 
 
b. Autorización de condena en costas, con criterio subjetivo. La Ley 446 de 1998, al 
modificar el original artículo 171, consagró una norma que autorizó la condena en 
costas, previa evaluación del juez de la conducta asumida por las partes. Lo 
novedoso de la reforma fue la terminación del privilegio histórico que se le había 
conferido al Estado, el cual no podía ser condenado al pago de costas en el litigio. 
 
Esta modificación fue objeto de análisis por parte de esta Corporación en sentencia 
de 18 de febrero de 1999, en la cual se precisó lo siguiente: 
 
“[…] La nueva disposición contiene dos modificaciones sustanciales: 
 
a) posibilita la condena en costas para la entidad pública vencida, pues bajo la 
vigencia del artículo 171 del CCA sólo se permitía dicha condena para el litigante 
particular vencido en el proceso, incidente o recurso, con lo cual se atiende por este 
aspecto al principio de igualdad de las partes y, b) exige una valoración subjetiva 
para su condena, en tanto que en la norma anterior el criterio para su procedencia 
era simplemente objetivo, pues remitía al artículo 392 del Código de Procedimiento 
Civil. […] 
 
Se dijo de la referida modificación, que se trataba de una cláusula abierta o 
indeterminada, que debía concretarse con la apreciación del juez en cada caso 
particular. 
 
Por su parte, la Corte Constitucional en la sentencia C-043 del 27 de enero de 2004, 
declaró exequible la expresión “[…] teniendo en cuenta la conducta asumida por las 
partes podrá[…]” del artículo 171, modificado por la L. 446 de 1998. 
 
En esta sentencia la Corte Constitucional retomó el recuento histórico hecho por el 
Consejo de Estado en la decisión citada anteriormente e hizo lo propio con las 
decisiones adoptadas por ella misma sobre los criterios objetivos y subjetivos de 
imposición de condena en costas, tanto en el CPC como en el CCA. 
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Finalmente, en la sentencia de constitucionalidad se dio alcance a la reforma del 
artículo 171 del CCA al precisar que “[…] No cabe duda ahora de que él permite la 
condena en costas a las entidades públicas vencidas, tanto en lo concerniente a las 
expensas judiciales como a las agencias en derecho (salvo el impuesto de timbre). 
[…] ” Y que “[…] es muy clara en cuanto introduce un factor subjetivo en la 
determinación de la responsabilidad de las partes por el reembolso de las costas 
judiciales y así lo ha reconocido también el Consejo de Estado […]”. Ello, señaló la 
sentencia, pese a la remisión que se hacía al artículo 392 del CPC que regulaba un 
criterio objetivo en tal sentido. Continúa la Corte Constitucional, “[…] pues este 
aspecto es regulado de manera distinta por esa misma norma, introduciendo un 
factor subjetivo para la definición de esa responsabilidad […]” tal como lo había 
precisado el Consejo de Estado en decisión que es objeto de cita en esta sentencia. 
 
c. La condena en costas con criterio objetivo. El CPACA adoptó la misma línea del 
CPC y CGP en el sentido de acoger el criterio objetivo para la condena en costas. 
Veamos las normas que lo consagran: 
 
i. El artículo 178 que se refiere a condena en costas en los casos del desistimiento 
tácito. 
 
ii.El artículo 188 que regula la condena en costas cuando se trate de sentencias, 
salvo en los procesos en los que se ventile un interés público. 
 
iii.El artículo 267, regula que en caso de que fuere desestimado el recurso 
extraordinario de unificación de jurisprudencia, se condenará en costas al recurrente. 
 
iv. El artículo 268, regula la condena en costas en caso de que alguno de los 
recurrentes desista del recurso extraordinario de unificación de jurisprudencia, salvo 
que se interponga ante el Tribunal antes de haberse enviado al Consejo de Estado. 
 
Las reglas previstas en los literales 1, 3 y 4 de la anterior relación, permiten 
interpretar el enunciado deóntico “dispondrá” que consagra el artículo 188 ibídem, 
el cual puede asimilarse al enunciado “decidirá”, lo que necesariamente lleva a 
señalar que se supera el criterio optativo propio del criterio subjetivo, para avanzar 
hacia la condena en costas por un criterio valorativo, con base en los presupuestos 
objetivos reseñados por la legislación procesal civil. 
 
En efecto, desaparece de la actual regulación la obligación de tener “[…] en cuenta 
la conducta asumida por las partes […]”. Es decir, en este caso el legislador introduce 
una modificación en la redacción que no puede pasar desapercibida para el 
intérprete, dada la misma evolución normativa y jurisprudencial ya reseñada. 
 
d- Por su parte, el artículo 365 del CGP que fue objeto de análisis por la Corte 
Constitucional en sentencia C-157 de 21 de marzo de 2013, ratificó el criterio 
objetivo valorativo de la norma, al señalar lo siguiente: 
 
“[…] La condena en costas no resulta de un obrar temerario o de mala fe, o siquiera 
culpable de la parte condenada, sino que es resultado de su derrota en el proceso o 
recurso que haya propuesto en el artículo 365. 
 
Al momento de liquidarlas, conforme al artículo 366, se precisa que tanto las costas 
como las agencias en derecho corresponden a los costos en los que la parte 
beneficiaria de la condena incurrió en el proceso, siempre que exista prueba de su 
existencia, de su utilidad y de que correspondan a actuaciones autorizadas por la 
ley. De esta manera, las costas no se originan ni tienen el propósito de ser una 
indemnización de perjuicios causados por el mal proceder de una parte, ni pueden 
asumirse como una sanción en su contra. […]” (negrillas fuera de texto) 
 
e-En virtud de lo anterior y conforme la evolución normativa del tema, puede 
concluirse que el legislador cambió su posición al respecto, para regular la condena 
en costas a ambas partes en la jurisdicción de lo contencioso administrativo con un 
criterio netamente objetivo, excepto en cuanto corresponda a los procesos en los 
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que se ventile un interés público, en los cuales está legalmente prohibida la condena 
en costas.” 

 
Así las cosas, hay lugar a confirmar la condena en costas en primera instancia, por ser 
procedente las mismas y al ser ajustado el valor fijado por agencias en derecho conforme el 
Acuerdo No. 1887 de 2003 del Consejo Superior de la Judicatura, en tanto correspondió al 
3% sin exceder el 20% de las pretensiones establecido en el numeral 3.1.2 del referido 
acuerdo….” 

 
Según lo anterior, es necesario ordenar la liquidación de costas y agencias en derecho, 
atendiendo a las siguientes directrices: 
 

- Para la condena en costas de primera instancia estese a lo resuelto en el ordinal 
segundo de la sentencia del 5 de mayo de 2020 (folio 182 vto., c. 2) y en segunda 
instancia estese a lo resuelto por el superior. (La parte demandante no solicitó 
amparo de pobreza, ni se ha de incluir honorarios de perito) 
 

Por secretaría, practíquese la liquidación de costas y de gastos del proceso, finalícese el 
mismo en el sistema SIGLO XXI y archívese el expediente. 
 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
   
 
 

 
JOSÉ IGNACIO MANRIQUE NIÑO 

JUEZ 
 

jzf 
 

JUZGADO TREINTA Y CINCO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE 

BOGOTÁ, D.C. ESTADO DEL 2 DE FEBRERO DE 2023. 
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